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Aborda el Despacho la labor de proferir la decisión de fondo que en derecho corresponda dentro de 
la presente Acción de Tutela promovida por la señora   YUNIS RUIDIAZ DÁVILA, en contra de 

SALUD TOTAL EPS, en defensa de los Derechos Fundamentales a la salud, vida, la seguridad 

social y acceso a la salud, para lo cual se tienen en cuenta los siguientes.  

 

HECHOS:  

Expresa el accionante que, el 30 de Marzo de Marzo del 2017, le fue apertura la historia clínica frente 

a la patología presentada Micro cáncer de tiroides y que a partir de esa fecha estuvo en cirugía y 

tratamiento por la patología presentada para que fueran controlada ya que había tenido un 
procedimiento quirúrgico de extracción, en consecuencia ha venido en control con Especialista para 

revisar la evolución de su patología, practicándosele  algunos exámenes y requiriendo  un 

medicamento el cual manifiesta a solicitado  ante la EPS y hasta la fecha de presentación de la 

solicitud de amparo tutelar  no ha sido suministrado. 

Para concluir nos exterioriza la accionante que,  el día 11 de Septiembre del 2020 le es ordenado un 
medicamento el cual este considera es vital para su salud   medicamento consistente en DOS 

AMPOLLA DE TIROTROPINA ALFA l,l MG/ 1U /POLVOS PARA RECONSTRUIR, los que ya 

fueron autorizados   parte de la EPS el 02 de Octubre del 2020 pero a la fecha de presentación de la 
actual tutela no le había sido suministrado, por lo que mediante la página web de la accionada, radicó  

una  solicitud a la cual le corresponde  el número de radicado con prioridad N° 1013204716, empero 

en el momento de incoar la tutela no le había sido resuelta.  

PETICIONES 

Que se le tutelen los derechos fundamentales invocados como amenazados, violados y/o vulnerados  

Se le ordene dentro del término perentorio a la EPS SALUD TOTAL el suministro de DOS 

AMPOLLA DE TIROTROPINA ALFA l,l MG/ 1U /POLVOS PARA RECONSTRUIR,, y demás 

medicamentos con relación a su patología consistente en Micro cáncer de Toroide. 

ACTUACIÓN PROCESAL: 

La acción fue presentada ante este despacho, admitiéndose por auto de fecha 20 de Octubre del 2020, 

notificándose el mismo al accionante, la accionada y a la personería municipal. 

                                                                  

RESPUESTA DE SALUD TOTAL EPS 

La entidad accionada se pronunció sobre la acción de tutela de la siguiente manera: 

Manifiesta la accionada que, una vez notificados de la presente acción de tutela, procedieron a realizar 
una auditoría del caso a través de su equipo médico jurídico, la cual evidencio que la accionante ha 



venido siendo atendida de manera adecuada, oportuna y pertinente, de acuerdo a lo que determinan 

sus galenos tratantes razones que los llevan a concluir que le ha venido generando todas las 
autorizaciones que ha requerido, hechos que en su pensar demostrarían que  no existen barreras de 

acceso a la prestación de servicios de salud. 

Por otra parte exterioriza la accionada que, en la  última valoración realizada a la actora,  se le ordeno 

por la página de ministerio de salud y protección social Mipres un medicamento No POS, consistente 
en medicamento TIROTROPINA ALFA POLVO PARA RECONSTITUIR A SOL INY 1.1 MG, 

empero discurren en afirmar que dicho medicamento no cuenta con autorización para su suministro 

por cuanto el médico tratante Dr. Álvaro León Vega Armenta, realiza la solicitud con la siguiente  

observación "Validar prescripción ya que la UNIDAD DE PRESENTACION FARMACEUTICA 
relacionada (AMPOLLA) no coincide con la presentación del medicamento de acuerdo a lo descrito 

en el Registro sanitario 2018M-0006862-Rl(VIAL), Adicional aclarar dosis día", en consecuencia 

informaron a la IPS la respectiva observación que se le realizó a la prescripción efectuada por cuanto 
con la respectiva corrección que efectué el propio medico se procederá con el respectivo suministro; 

empero hasta de la presentación de la actual respuesta el médico tratante no había  realizado las 

respectivas correcciones ante la plataforma MIPRES, correcciones que les permitirán autorizar la 

entrega de los medicamentos requeridos. 

Concluye la accionada en afirmar que, se encuentra brindando el manejo integral solicitado por la 
accionante, pero que es  importante recordar que esta solicitud se encuentra supeditada a hechos 

futuros e inciertos en el área de la salud y en virtud a esto  cada uno de los requerimientos de la 

protegida será analizado por la EPS en su momento y de acuerdo con las condiciones específicas de 
la protegida durante la evolución de su patología y que garantizaran la atención desde el punto de 

vista fármaco terapéutico por un equipo interdisciplinario especializado e idóneo, ajustado a los 

estándares de calidad, siendo importante enfatizar que continuaran  brindando intervención y 

seguimiento frente al caso de la accionante. 

PRUEBAS RECAUDADAS: 

Como pruebas documentales se tienen como tales las acompañadas con el escrito de tutela y las 

aportadas en la respuesta emitida por SALUD TOTAL EPS.  

 

PROBLEMA JURÍDICO 
 

Los problemas jurídicos a debatir son: ¿Si SALUD TOTAL EPS, a la luz de los postulados vigentes 

está vulnerando o no el derecho constitucional deprecado por la accionante, o si por el contrario se 
encuentra su actuar enmarcado dentro de los lineamientos legales y constitucionales, por lo tanto, no 

existe dicha vulneración de los derechos fundamentales esbozados? 

 

CONSIDERACIONES 

Competencia 

 

Para esta casa judicial es claro que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto – 
Ley 2591 de 1991 y artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, 1983 de 2017, la competencia para conocer 

de la presente acción tutela recae en este despacho. 

 

Procedencia. 
 

La acción de tutela es un mecanismo de protección de los derechos fundamentales, de carácter 

preferente y residual, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública y en algunos casos por particulares cuando estos se encuentren 



en alguna de las siguientes condiciones: a)._ Cuando cumplan funciones públicas o que estén 

encargadas de la prestación de un servicio público. b)._ Cuando sus acciones u omisiones afecten 
grave y directamente el interés colectivo; y c)._ Cuando el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión respecto al particular.  Se quiso  limitar la procedencia de esta acción a 

la inexistencia de otro medio de defensa judicial de igual eficacia para la protección del derecho, o 
que habiéndolo este no resulte eficaz en consideración a la situación particular que afronta el actor; o 

que se utilice como mecanismo de carácter transitorio para evitar un  perjuicio irremediable. 

 

En el caso que nos interesa no advierte este despacho que el tutelante disponga de otro medio judicial 
de igual eficacia para exigir la protección de los derechos fundamentales que considera vulnerados, 

de allí que se pueda pregonar de la acción incoada, su procedencia. 

 

Derecho a la vida.  

 

Aclarado lo anterior  y como quiera que dentro de los derechos fundamentales cuya protección se 
impetra se encuentra precisamente el derecho a la vida, es procedente señalar que esta garantía entraña 

no solo la obligación del Estado y de los particulares de preservar la existencia de la persona humana, 

sino, que encierra además el imperativo deber de asegurar que esa existencia que se busca preservar, 

se encuentre rodeada de las condiciones mínimas para que se ajuste a los requerimientos  por lo menos 
indispensables para satisfacer las necesidades  generadas en razón, precisamente del hecho de existir, 

en condiciones de dignidad, entendida esta como un derecho fundamental cuyos titulares son 

únicamente las personas humanas, y que tiene un triple objeto de protección: i)._ La autonomía 
individual, ii)._  Las condiciones materiales para el logro de una vida digna, y iii)._ La integridad 

física y moral que resulte necesaria para lograr la inclusión social de una persona excluida o 

marginada.  En resumen, lo que protege el derecho a la dignidad humana es el derecho a vivir como 

se quiera, el derecho a tener una vida digna, y el derecho a vivir sin humillaciones. (Sent. T-881/02). 
 

Ya sobre el mismo tópico había precisado el Alto Tribunal, en sentencia T-395 de 1.998, con ponencia 

del doctor Alejandro Martínez Caballero, lo siguiente: 
 

“(..) Lo que pretende la jurisprudencia es entonces respetar un concepto de vida no limitado a la 

restrictiva idea de peligro de muerte, ni a la simple vida biológica, sino a consolidar un sentido más 
amplio de la existencia que se ate a las dimensiones de dignidad y decoro. Lo que se busca con dicha 

noción es preservar la situación existencial de la vida humana en condiciones de plena dignidad, ya 

que, al hombre no se le debe una vida cualquiera, sino una vida saludable, en la medida de lo posible 

(...).” 
 

De igual manera ha determinado el Alto Tribunal que aunque en principio el Derecho a la Seguridad 

Social en Salud no constituye un derecho fundamental, de donde se podría colegir entonces que no 
es susceptible de ser amparado mediante la acción de tutela, de manera excepcional, cuando su 

amenaza o vulneración implica también la amenaza o vulneración de un derecho fundamental debido 

a la estrecha y directa relación que existe entre ellos, debe entenderse que el derecho protegido es un 
derecho fundamental por conexidad haciendo entonces viable su amparo mediante esta vía expedida, 

ágil  y eficaz. (Sent. T-571/92). También adquiere la condición de fundamental de manera autónoma, 

cuando el afectado es un menor o una persona de la tercera edad o la vida misma. 

 
Así las cosas, es dable precisar que la seguridad social y la salud tienen, de acuerdo con el orden 

constitucional, un doble carácter: por un lado, son servicios públicos a cargo del Estado, sujetos a los 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad y de otro lado, son derechos irrenunciables de los 
habitantes en el territorio nacional. (arts. 48  y  49  C.P).  En algunos casos la jurisprudencia 

constitucional ha entendido que la violación del derecho a la salud conduce a la vulneración de un 



derecho fundamental como la vida, la dignidad o el mínimo vital. En estos casos, a juicio de la Corte, 

los derechos a la salud y a la seguridad social pueden ser protegidos mediante la acción de tutela 
 

El carácter fundamental del derecho a la seguridad social y a la salud. 

  
En lo que atañe al derecho a la salud y a la seguridad social, La Constitución Política consagra, en su 

artículo 49, a la salud como un derecho constitucional y un servicio público de carácter esencial. De 

este modo, le impone al Estado la obligación de garantizar a todas las personas la atención que 

requieran. Asimismo, consagra la potestad que tienen las personas de exigir el acceso a los programas 
de promoción, protección y recuperación. 

  

A partir de dicha disposición, la Corte Constitucional ha reconocido, en reiterada jurisprudencia, que 
el derecho a la salud es fundamental y “comprende toda una gama de facilidades, bienes y servicios 

que hacen posible, de acuerdo al mandato contenido en diversos instrumentos internacionales, el 

imperativo de garantizar el nivel más alto posible de salud. 
  

En este sentido, la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 25, estableció: 

  

“1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y 

los servicios sociales necesarios (…).” 

  
Igualmente, la Observación General 14 adoptada por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales en el año 2000, expuso que el concepto de salud no se limitaba al derecho a estar sano ya 

que éste debe atender las condiciones biológicas y socioeconómicas de la persona, y los recursos con 

los que cuenta el Estado. 
  

Respecto del principio de integralidad ha indicado que se encuentra consignado en el numeral 3° del 

artículo 153 y el literal c) del artículo 156 de la Ley 100 de 1993 y que impone la prestación médica 
continua, “la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. De 

igual manera ha sostenido que: 

  
“(…) La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad 

social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en 

condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de 

medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico 
y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para 

el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar 

su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las 
entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud (…)”. 

 

Ahora bien, en los casos que el galeno tratante no establezca el conjunto de prestaciones que 
conforman la garantía integral del derecho a la salud,  “la protección de este derecho conlleva para el 

juez constitucional la necesidad de hacer determinable la orden en el evento de conceder el amparo, 

por ejemplo, (i) mediante la descripción clara de una(s) determinada(s) patología(s) o condición de 

salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones 
necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio 

razonable.   De este modo, el reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud debe ir 

acompañado de indicaciones precisas que hagan determinable la orden del juez o jueza de tutela, ya 
que no le es posible dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e 

inciertas. 



Precisamente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dispuesto que tratándose de: “(i) sujetos 

de especial protección constitucional (menores, adultos mayores, desplazados(as), indígenas, 
reclusos(as), entre otros)”  y de (ii) “personas que padezcan enfermedades catastróficas (sida, 

cáncer, entre otras), se debe brindar atención integral en salud, con independencia de que el conjunto 

de prestaciones requeridas estén excluidas de los planes obligatorios”. 
  

Así las cosas, esa Corporación ha establecido que la acción de tutela es procedente para proteger el 

suministro de los servicios médicos que se requieren con necesidad, es decir, 

aquellos “indispensables para conservar su salud, cuando se encuentre comprometida gravemente 
su vida, su integridad personal o su dignidad”,  de forma que se “garantiza a toda persona, por lo 

menos, el acceso a los servicios de salud de los cuáles depende su mínimo vital y su dignidad como 

persona.  Es necesario resaltar que esta obligación resulta prioritaria para el caso de las personas que 
son más vulnerables por sus condiciones físicas (niños y adultos mayores) o enfermos mentales. (Sent. 

T-036/13). 

 
En este orden de ideas conviene recordar que el derecho a la seguridad social fue definido por el 

artículo 48 de la Constitución Política como “un servicio público de carácter obligatorio que se 

prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley”, obligándose el Estado 
a garantizar a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. 

  

Respecto de su carácter fundamental, la Corte ha reconocido que la satisfacción de su contenido, esto 
es, del derecho a la pensión y a la salud, implica el goce de las demás libertades del texto 

constitucional, la materialización del principio de la dignidad humana y la primacía de los derechos 

fundamentales.  Empero, el carácter fundamental del derecho a la seguridad social no es suficiente 

para que proceda su amparo por medio de la acción constitucional de tutela. Para ello es necesario 
que se cumplan los requisitos previstos en los niveles legislativos y reglamentarios dispuestos para 

su satisfacción, por cuanto “algunas veces es necesario adoptar políticas legislativas y/o 

reglamentarias para determinar específicamente las prestaciones exigibles y las condiciones para 
acceder a las mismas, las instituciones obligadas a brindarlas y su forma de financiación”. 

  

Así, es una obligación del Estado garantizar el derecho irrenunciable a la seguridad social de acuerdo 
con las normas que lo regulan, por cuanto éstas son las que determinan específicamente las 

prestaciones exigibles y la forma de acceder a las mismas. Deber que correlativamente genera el 

derecho a los ciudadanos de exigir su cumplimiento en caso de vulneración o amenaza por medio de 

la acción constitucional de tutela. 
  

La salud en la Constitución Política es definida, entre otras calificaciones, como un servicio público 

a cargo del Estado, un deber del ciudadano de procurar el propio cuidado integral, una garantía a 
todas las personas al acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación (artículo 49), un 

derecho fundamental de los niños (artículo 44), un servicio garantizado a las personas de la tercera 

edad (artículo 46), una prestación especializada para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos 
(artículo 47), un bien constitucionalmente protegido en la comercialización de cosas y servicios 

(artículo 78) y un valor que se debe proteger respecto de toda persona conforme al principio de 

solidaridad social (artículo 95), de este modo, la salud constituye un pilar fundamental en el 

ordenamiento constitucional y ha sido reconocido por esa Corporación como un derecho fundamental 
susceptible de amparo por medio de la acción constitucional de tutela.  El carácter fundamental del 

derecho a la salud radica en que al ser el individuo el centro de la actuación estatal y por ende al 

generarse frente al Estado la obligación de satisfacción y garantía de los bienes que promuevan su 
bienestar, la protección del derecho a la salud se constituye en una manifestación de bienestar del ser 

humano y por ende en una obligación por parte del Estado. Del mismo modo, el carácter fundamental 



del derecho a la salud se deriva al constituir su satisfacción un presupuesto para la garantía de otros 

derechos de rango fundamental. (Subrayas y negrillas ajenas al texto original). 
  

El derecho a la salud ha sido definido por el Alto Tribunal como “la facultad que tiene todo ser 

humano de mantener la normalidad orgánica funcional tanto física como en el plano de la 
operatividad mental y de restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad 

orgánica y funcional de su ser, que “implica a su vez, la obligación de prestar todos los servicios 

necesarios para su prevención, promoción, protección y recuperación”   (Resalta el Juzgado). 

  
Asimismo, bajo igual lógica de garantizar el bienestar máximo al individuo, se ha señalado que “la 

salud es ‘un estado completo de bienestar físico, mental y social’ dentro del nivel posible de salud 

para una persona. En términos del bloque de constitucionalidad, el derecho a la salud comprende el 
derecho al nivel más alto de salud posible dentro de cada Estado, el cual se alcanza de manera 

progresiva”.  Así, la garantía del derecho a la salud incluye el mantenimiento y el restablecimiento 

de las condiciones esenciales que el individuo requiere para llevar una vida en condiciones de 
dignidad que le permitan el desarrollo de las diferentes funciones y actividades naturales del ser 

humano en el marco de su ejercicio del derecho a la libertad.    El derecho a la salud se manifiesta en 

múltiples formas en relación con las cuales esta Corporación ha tenido oportunidad de pronunciarse 

y algunas de éstas fueron recopiladas en la sentencia de tutela T-760 de 2008. Entre los elementos 
que caracteriza el derecho a la salud pertinentes para la resolución de este asunto y sobre los cuales 

esa Corte se ha pronunciado se encuentran los relacionados con la relación médico-paciente, el 

cambio de diagnóstico y de procedimiento para el tratamiento de una enfermedad, la continuidad y la 
integralidad de los servicios de salud,  y el principio de no regresividad que gobierna la regulación de 

los derechos económicos, sociales y culturales.  Igualmente se puede afirmar que la continuidad y la 

integralidad constituyen dos principios esenciales del derecho a la salud. (Sent. T-603/10) 

 

Normatividad legal y jurisprudencia constitucional sobre la prestación por parte de las EPS de 

los servicios respecto al Sistema de Seguridad Social en Salud, que se encuentren dentro o fuera 

del Plan Obligatorio de Salud. 

El acceso a la Seguridad Social y a la Salud, es un derecho y a la vez es un servicio público que goza 
de especial protección por parte del Estado y es por ello que Nuestra Constitución Política en su 

artículo 48 dispone: “La seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio que se 

protestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley”.  “Se garantizará a 

todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social (…)” 

 

La misma Carta Fundamental, señala en su artículo 49: “La atención de la Salud y el saneamiento 
ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a 

los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud (…)”. 

 
La Ley ha sido consecuente con este precepto constitucional, y es así como en desarrollo de éste fue 

expedida la Ley 100 de 1.993 que en sus artículos 3°  y  4°, predica: 

 

“(…)  DEL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. El Estado garantiza a todos los habitantes del 
territorio nacional, el derecho irrenunciable a la seguridad social.  

Este servicio será prestado por el Sistema de Seguridad Social Integral, en orden a la ampliación 

progresiva de la cobertura a todos los sectores de la población, en los términos establecidos por la 
presente ley (…)” . 

 



“(…)  DEL SERVICIO PÚBLICO DE SEGURIDAD SOCIAL. La Seguridad Social es un servicio 

público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control esta a cargo del Estado y que será 
prestado por las entidades públicas o privadas en los términos y condiciones establecidos en la 

presente ley.  

Este servicio público es esencial en lo relacionado con el Sistema General de Seguridad Social en 
Salud (…)”. 

 

En su artículo 7° precisa: 

 
“(…) ÁMBITO DE ACCIÓN. El Sistema de Seguridad Social Integral garantiza el cubrimiento de 

las contingencias económicas y de salud, y la prestación de servicios sociales complementarios, en 

los términos y bajo las modalidades previstos por esta ley (…)”..  
 

De igual manera en su artículo 159 impone a las EPS la obligación de garantizar a sus afiliados al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud la debida organización y prestación del servicio de 
salud, en los siguientes términos:   “ 1._ La atención de los servicios del Plan Obligatorio de Salud 

del artículo 162, por parte de la Entidad Promotora de Salud Respectiva a través de las Instituciones 

Prestadoras de Servicios adscritos …………. 2._ … (…)”.   La norma en comento, en su artículo 162 

consagra los parámetros del Plan Obligatorio de Salud, de la siguiente manera: 
 

“(…)   PLAN DE SALUD OBLIGATORIO.  El Sistema General de Seguridad Social de Salud crea 

las condiciones de acceso a un Plan Obligatorio de Salud para todos los habitantes del territorio 
nacional antes del año 2001. Este Plan permitirá la protección integral de las familias a la 

maternidad y enfermedad general, en las fases de promoción y fomento de la salud y la prevención, 

diagnóstico, tratamiento y rehabilitación para todas las patologías, según la intensidad de uso y los 

niveles de atención y complejidad que se definan (…).  
 

“(…) Para los afiliados cotizantes según las normas del régimen contributivo, el contenido del Plan 

Obligatorio de Salud que defina el Consejo Nacional de Seguridad Social en salud será el 
contemplado por el decreto-ley 1650 de 1977 y sus reglamentaciones, incluyendo la provisión de 

medicamentos esenciales en su presentación genérica. Para los otros beneficiarios de la familia del 

cotizante, el Plan Obligatorio de Salud será similar al anterior, pero en su financiación concurrirán 
los pagos moderadores, especialmente en el primer nivel de atención, en los términos del artículo de 

la presente Ley (…).  

 

Para los afiliados según las normas del régimen subsidiado, el Consejo Nacional de Seguridad Social 
en Salud diseñará un programa para que sus beneficiarios alcancen el Plan Obligatorio del Sistema 

Contributivo, en forma progresiva antes del año 2.001. En su punto de partida, el plan incluirá 

servicios de salud del primer nivel por un valor equivalente al 50% de la unidad de pago por 
capitación del sistema contributivo. Los servicios del segundo y tercer nivel se incorporarán 

progresivamente al plan de acuerdo con su aporte a los años de vida saludables (…)”.  

 
Se desprende entonces de la normatividad consultada que las EPS, se encuentran en la obligación de 

garantizarle a sus afiliados el acceso al servicio público de la Seguridad Social en Salud, el cual 

además, conforme al precedente jurisprudencial de la Corte adquiere la connotación de un derecho 

fundamental autónomo, para lo cual ha de suministrar a sus afiliados los servicios que se encuentren 
dentro del Plan Obligatorio de Salud, sin la necesidad de trámites especiales o complejos. Servicios 

estos que contemplan, entre otros, el suministro de medicamentos, procedimientos, hospitalización, 

exámenes, tratamientos y toda la atención que estos requieran para atender y tratar la patología que 
padezcan, a fin de superarla o minimizar sus efectos. 

 



En lo que atañe a los casos en los cuales las EPS niegan a una persona determinado tratamiento, 

procedimiento, implemento médico o un medicamento específico por no encontrarse incluido en el 
Plan Obligatorio de Salud (POS), la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en reiteradas 

oportunidades, ha considerado que la acción de tutela procederá si se reúnen las siguientes 

condiciones:  a)._ Que la falta del tratamiento, implemento, procedimiento o medicamento excluido 
por la reglamentación legal o administrativa, amenace los derechos fundamentales a La Vida, a la 

Integridad o a la Dignidad del interesado. b)._  Que no exista un medicamento, tratamiento o 

procedimiento sustituto o que, existiendo este, no obtenga el mismo nivel de efectividad para proteger 

los derechos fundamentales comprometidos. c)._  Que el paciente se encuentre en incapacidad real  
de sufragar el costo del  medicamento o tratamiento requerido. d)._  Que el paciente se encuentre 

imposibilitado  para acceder al tratamiento, procedimiento, implemento o medicamento a través de 

cualquier otro sistema o plan de salud; y e)._ Que el tratamiento o medicamento hubiere sido prescrito 
por un médico adscrito a la Empresa Promotora de Salud a la cual se halle afiliado el demandante. 

“(…) Excepcionalmente la tutela puede ser concedida, si la prescripción la hizo un médico 

particular, cuando debido a procedimientos administrativos de la ARS o EPS se vulneró el derecho 
al diagnóstico y el usuario tuvo que acudir a un médico externo (…)”.(Sent. T-835/05). (Negrillas y 

subrayas ajenas al texto original).  

 

El caso concreto. 
 

En el evento que nos ocupa, del acervo probatorio acopiado el despacho advierte que la presente 

acción de amparo persigue que SALUD TOTAL EPS, a la cual se encuentra afiliado la señora   
YUNIS RUIDIAZ DÁVILA, proceda a la entrega medicamento consistente en DOS AMPOLLA 

DE TIROTROPINA ALFA l,l MG/ 1U /POLVOS PARA RECONSTRUIR.   

Vislumbra esta judicatura que la EPS,  no ha considerado lo delicado del estado de salud de la 

paciente, pues la abandonó luego de que su médico tratante el tratamiento le prescribiera los 

medicamentos antes relacionados  para el control de la patología que padece  y teniendo en cuenta 
la crisis mundial que se presenta por la expansión de la pandemia denominada COVID -19, 

situación que sin duda alguna presenta un riesgo inminente para el actor debido a la gravedad de 

su padecimiento y la vulnerabilidad que presenta ante este virus,   escenario que ha constituido la 

imposibilidad del peticionario para acceder de una manera oportuna al tratamiento  requerido  

 

En esa medida, dada la gravedad de la enfermedad, la urgencia y la necesidad de que le brinde una 

atención ágil y oportuna por el estado de alto riesgo en que se encuentra la señora   YUNIS RUIDIAZ 

DÁVILA, en este caso se acredita que la actora se encuentra ante la inminencia de sufrir un perjuicio 
irremediable a causa de la dificultad para acceder al tratamiento requerido. Por consiguiente, el 

Despacho considera que, en este caso particular, la tutela resulta eficaz para conseguir el amparo 

inmediato de los derechos de la accionante, pues nótese que se encuentra vulnerado su derecho a la 
salud. En consecuencia, ante la inminencia de que la actora sufra un perjuicio irremediable la tutela 

es procedente. 

 
Así las cosas, al analizar dicha comprobación fáctica, esta circunstancia demanda una actuación del 

juez constitucional que se aproxime a la verdadera protección del derecho fundamental a la salud, en 

conexidad con la vida y ser una persona de protección especial debido a la gravedad de su 

padecimiento y al grado de vulnerabilidad en que este lo coloca, se traduce en una flagrante 
vulneración de los derechos fundamentales antes anotados, cuya protección es deprecada, haciendo 

procedente la concesión del amparo solicitado, razón por la cual se le ordenará al señor representante 

legal de la entidad accionada SALUD TOTAL EPS,  o a quien haga sus veces,  que en un término 
no superior a cuarenta y ocho   (48)  horas,  contadas  a  partir de la notificación de este fallo, si aún 

no lo hubiere hecho, proceda a la entrega de los medicamentos consistente en DOS AMPOLLA DE  




